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Cartago, agosto de 2021 

Señores: 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO 

E.    S.    D. 
 
Radicado:            76147 33 33 003 2021 00037 00 

Demandante:          LEONOR CASTRO VARELA 

Demandado:           UGPP   

Medio de Control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Referencia: contestación de demanda. 

 

 

VICTOR HUGO BECERRA HERMIDA, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 
14.892.103 abogado en ejercicio con Tarjeta Profesional No. 145.940 del Consejo 
Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderado de la parte demandada, con poder 
especial conferido por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- 

UGPP y con el fin de amparar el Derecho de Defensa de la entidad mencionada, con todo 
respeto me permito CONTESTAR LA DEMANDA, con base en los siguientes 
argumentos: 
 

RESPECTO A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

AL HECHO PRIMERO: ES CIERTO, la demandante solicitó ante la UGPP el 
reconocimiento y pago de la pensión de jubilación gracia. 
 
AL HECHO SEGUNDO: ES CIERTO, así se desprende del expediente administrativo en 
donde consta que la demandante aportó dichos documentos junto con su solicitud de 
reconocimiento pensional. 
 
AL HECHO TERCERO: ES CIERTO, mediante la Resolución No. RDP 013302 de 09 de 
junio de 2020, la UGPP negó el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación gracia 
a favor de la señora LEONOR CASTRO VARELA. 
 
AL HECHO CUARTO: ES CIERTO, la demandante interpuso recurso de reposición 
contra la Resolución No. RDP 013302 de 09 de junio de 2020. 
 
AL HECHO QUINTO: ES CIERTO, mediante Resolución No. RDP 017338 de 29 de julio 
de 2020, la UGPP resolvió recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 
RDP 013302 de 09 de junio de 2020, confirmándola en todas y cada una de sus partes. 
 
AL HECHO SEXTO. ES CIERTO, mediante la Resolución No. 020189 de 07 de 
septiembre de 2020, la UGPP resolvió recurso de apelación interpuesto contra la 
Resolución No. RDP 013302 de 09 de junio de 2020, confirmándola en todas y cada una 
de sus partes. 
 
AL HECHO SÉPTIMO. ES CIERTO, de los documentos de identidad obrantes en el 
expediente se evidencia que la demandante nació el 15 de julio de 1949, por lo que 
actualmente cuenta con más de 50 años de edad. 
 
AL HECHO OCTAVO. ES CIERTO, con la interposición de los recursos ordinarios de 
reposición y apelación quedó agotada la vía administrativa, antes denominada vía 
gubernativa. 
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AL HECHO NOVENO. NO ES CIERTO, de los certificados de información laboral 
obrantes en el expediente administrativo se desprende que la demandante laboró al 
servicio de la docencia con tipo de vinculación de carácter NACIONAL. 
 
NO LE CONSTA A LA ENTIDAD, que la demandante haya adelantado un proceso 
judicial previamente mediante el cual se pretendiera el reconocimiento de la pensión de 
jubilación gracia, por lo que se solicitará, en el acápite correspondiente, oficiar al Juzgado 
Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartago, a fin de que allegue con 
destino a este proceso, el expediente íntegro del proceso al que se hace referencia en 
este hecho. 
 
AL HECHO DÉCIMO. NO LE CONSTA A LA ENTIDAD, que la demandante haya 
adelantado un proceso judicial previamente mediante el cual se pretendiera el 
reconocimiento de la pensión de jubilación gracia, por lo que se solicitará, en el acápite 
correspondiente, oficiar al Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito 
de Cartago, a fin de que allegue con destino a este proceso, el expediente íntegro del 
proceso al que se hace referencia en este hecho. 
 
AL HECHO DÉCIMO PRIMERO. NO LE CONSTA A LA ENTIDAD, que la demandante 
haya adelantado un proceso judicial previamente mediante el cual se pretendiera el 
reconocimiento de la pensión de jubilación gracia, por lo que se solicitará, en el acápite 
correspondiente, oficiar al Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito 
de Cartago, a fin de que allegue con destino a este proceso, el expediente íntegro del 
proceso al que se hace referencia en este hecho. 
 
AL HECHO DÉCIMO SEGUNDO. NO ES UN HECHO, son afirmaciones de carácter 
subjetivo en las que se fundamentan las pretensiones de la demanda, las cuales deberán 
ser debidamente acreditadas a través de los medios probatorios idóneos, pertinentes y 
conducentes. Aún más cuando en los documentos obrantes en el expediente 
administrativo de la demandante se tienen certificados de información laboral que señalan 
que la actora laboró al servicio de la docencia mediante vinculación de carácter 
NACIONAL. 
 

RESPECTO A LAS PRETENSIONES 

 

Respetuosamente manifiesto su señoría, que con base en los fundamentos de hecho y de 
derecho que se relacionan en el presente asunto y como apoderado de la parte 
demandada, me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la parte accionante. 
 
Lo anterior por cuanto la entidad a la cual represento ha actuado conforme a las normas 
procedentes al expedir los actos administrativos demandados. 

 

ARGUMENTOS JURÍDICOS 

 
La UGPP, negó el reconocimiento y pago de una pensión de jubilación gracia a favor de la 
señora LEONOR CASTRO VARELA, mediante la Resolución No. RDP 013302 de 09 de 
junio de 2020, confirmada por las Resoluciones No. RDP 017338 de 29 de julio de 2020 y 
RDP 020189 de 07 de septiembre de 2020, toda vez que no acreditó el requisito de 
tiempo de servicio prestado al magisterio establecido en el artículo 1° de la Ley 114 de 
1913, el cual señala un término no menor a veinte años de servicio a la docencia 
mediante una vinculación nacionalizada, departamental o municipal. 
 

“LEY 114 DE 1913. ARTÍCULO 1º. Los Maestros de Escuelas Primarias oficiales que 

hayan servido en el magisterio por un término no menor de veinte años, tienen derecho a 

una pensión de jubilación vitalicia, en conformidad con las prescripciones de la presente 

Ley”. 
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LEY 114 DE 1913. ARTÍCULO 4º. Para gozar de la gracia de la pensión será preciso que 

el interesado compruebe: 

 

1. Que en los empleos que ha desempeñado se ha conducido con honradez y 

consagración. 

2. (Derogado por la Ley 45 de 1913). 

3. Que no ha recibido ni recibe actualmente otra pensión o recompensa de carácter 

nacional. Por consiguiente, lo dispuesto en este inciso no obsta para que un Maestro 

pueda recibir a un mismo tiempo sendas pensiones como tal, concedidas por la Nación o 

por un Departamento. 

4. Que observe buena conducta”. 

 

Aterrizando al caso en concreto se tiene que, obra en el expediente Certificado de 
Tiempos Laborados en formato FOMAG de 31 de octubre de 2019, expedido por la 
Secretaría de Educación de Educación de Cartago, en el que se indica que la 
demandante laboró al servicio de la docencia desde el 08 de septiembre de 1969 hasta el 
28 de agosto de 2005, mediante tipo de vinculación de carácter NACIONAL. 

De igual manera, se tiene Certificado de Tiempos Laborados en formato FOMAG de 29 de 
mayo de 2019, expedido por la Secretaría de Educación de Cartago, en donde se indica 
que la demandante laboró como docente en propiedad con tipo de vinculación de carácter 
NACIONAL desde el 29 de agosto de 2005 hasta el 15 de julio de 2016. 

La H. Corte Constitucional en sentencia C - 915 de 18 de noviembre de 1999 estudió este 
asunto, específicamente el numeral 3 del artículo 4 de la Ley 114 de 1913, en la cual se 
estableció que la limitación de No recibir retribución alguna o compensación por parte de 
la Nación no lesiona el derecho a la igualdad, ya que el legislador era competente para 
regular aspectos como las condiciones para acceder a la pensión gracia, por las razones 
de orden económico que justificaban la medida. 
 
Como sustento de estos argumentos es necesario remitirnos a lo resuelto por la 
jurisprudencia de  la Sala Plena del Consejo de Estado en providencia  S – 699 de 26 de 
agosto de 1997, en donde expresó: 
 

“(...)La pensión gracia, establecida por virtud de la ley 114 de 1913, comenzó siendo una 

prerrogativa gratuita que reconocía la Nación a cierto grupo de docentes del sector público: 

los maestros de educación primaria de carácter regional o local; grupo que luego, cuando 

se expidieron las leyes 116 de 1928 y 37 de 1933 se amplió a los empleados y profesores 

de las escuelas normales, a los inspectores de instrucción pública y a los maestros de 

enseñanza secundaria de ese mismo orden.  Y se dice que constituye un privilegio gratuito 

porque la Nación hace el pago sin que el docente hubiese trabajado para ella(...)” 

 

“(...)El numeral 3 del art 1 de la ley 114 de 1913, prescribe que para gozar de la pensión 

gracia es preciso que el interesado, entre otras cosas, compruebe que no ha recibido ni 

recibe actualmente otra pensión o recompensa de carácter nacional(...)” 

 
Ahora bien, El honorable Consejo de Estado, en Sentencia de Unificación SUJ 11-S2 de 
21 de junio de 2018, expediente No. 25000-23-42-000-2013-04683-01 (3805-2014), 
magistrado ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER, fijó unas reglas de unificación, 
dentro de las cuales señaló: 
 

“vi) PRUEBA DE CALIDAD DE DOCENTE TERRITORIAL. Se requiere copia de los actos 

administrativos donde conste el vínculo, en los que además se pueda establecer con 

suficiente claridad que la plaza a ocupar sea de aquellas que el legislador ha previsto como 

territoriales, o en su defecto, también se puede acreditar con la respectiva certificación de 

la autoridad nominadora que dé cuenta de manera inequívoca que el tipo de vinculación al 

cual se encuentra sometido el docente oficial es de carácter territorial” 

 
Despréndase de la precisión anterior, de manera inequívoca, que la pensión gracia no 
puede ser reconocida a favor de un docente NACIONAL, en tanto que, constituye 

3



 
 

  
Calle 39 Norte # 2BN - 87  ·  PBX: (57 2) 3816601  ·  Cali - Colombia  ·  info@iusveritas.com  ·  www.iusveritas.com 

Nit. 900.316.828-3 

requisitos indispensables para su viabilidad el que el maestro no reciba retribución alguna 
de la Nación por servicios que le preste a la misma, o que no se encuentre pensionado 
por cuenta de ella. Por lo tanto, los únicos beneficiarios de tal prerrogativa eran los 
educadores locales o regionales. Posición reiterada por el Consejo de Estado en la 
sentencia de unificación en comento: 
 

“3.4.3.1 DOCENTES NACIONALES, NACIONALIZADOS Y TERRITORIALES. El artículo 

1 de la Ley 91 de 1989, categoriza y define a los docentes oficiales de la siguiente manera: 

  

i) Personal nacional. Son los docentes vinculados por nombramiento del Gobierno 

nacional. 

  

ii) Personal nacionalizado. Son los docentes vinculados por nombramiento de entidad 

territorial antes del 1 de enero de 1976 y los vinculados a partir de esta fecha, de 

conformidad con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975. 

  

iii) Personal territorial. Son los docentes vinculados por nombramiento de entidad territorial, 

a partir del 1 de enero de 1976, sin el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 

10 de la Ley 43 de 1975. 

  

La importancia de la anterior clasificación radica en que se constituye en el punto de 

partida de la Administración y los jueces de esta jurisdicción para evaluar si el docente 

interesado tiene derecho o no al reconocimiento de la pensión gracia. 

 

En cuanto al personal nacional la regla es clara. Tanto el marco jurídico que rige la aludida 

prestación como la doctrina legal en la materia son explícitos en advertir que los docentes 

nacionales no tienen derecho a su reconocimiento, y que el tiempo laborado en esa 

condición no se puede computar con el servido en calidad de educador nacionalizado o 

territorial.” 

 
Bajo estos parámetros, es menester precisar que la pensión gracia contemplada en la Ley 
114 de 1913, es una prestación económica de carácter especial, de la cual son 
beneficiarios los docentes del orden Departamental, Municipal, Distrital o Nacionalizados, 
que se hayan vinculado a 31 de diciembre de 1980, que acrediten 20 años de servicio en 
la docencia oficial, de orden Departamental, Municipal, Distrital o Nacionalizados. Con la 
salvedad que no se pueden computar tiempos prestados en el orden Nacional y Que 
tengan 50 años, tanto para el hombre como para la mujer que demuestren buena 
conducta y cuya liquidación se obtiene del 75% del promedio mensual devengado en el 
año inmediatamente anterior a la adquisición del estatus jurídico. 
 
Anudado a la anterior, la Sentencia de Unificación del Consejo de Estado SUJ 11-S2 de 
21 de junio de 2018, reiteró los argumentos expuestos por la sala plena de la misma 
corporación en providencia S-699 del 26 de agosto de 1997, magistrado ponente 
NICOLÁS PÁJARO PEÑARANDA, en el sentido de que el numeral 2 del artículo 15 de la 
Ley 91 de 1989 es de carácter transitorio, para no desconocer los derechos adquiridos en 
relación con la pensión gracia, en tratándose de los docentes nacionalizados: 

“(…)La disposición transcrita se refiere de manera exclusiva a aquellos docentes 

departamentales o regionales y municipales que quedaron comprendidos en el 

mencionado proceso de nacionalización. A ellos, por habérseles sometido repentinamente 

a este cambio de tratamiento, se les dio la oportunidad de que se les reconociera la 

referida pensión, siempre que reunieran la totalidad de los requisitos y que hubiesen 

estado vinculados de conformidad con las Leyes 114 de 1913, 116 de 1928 y 37 de 1933, 

con el aditamento de su compatibilidad "(...) con la pensión ordinaria de jubilación, aún en 

el evento de estar ésta a cargo total o parcial de la Nación", hecho que modificó la Ley 114 

de 1913 para dichos docentes, en cuanto ésta señalaba que no podía disfrutar de la 

pensión gracia quien recibiera "(...) otra pensión o recompensa de carácter nacional". 

“La norma pretranscrita, sin duda, regula una situación transitoria, pues su propósito, como 

se ve, no es otro que el colmar las expectativas de los docentes vinculados hasta el 31 de 
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diciembre de 1980 e involucrados, por su labor, en el proceso de nacionalización de la 

educación primaria y secundaria oficiales. 

De lo anterior se desprende que para los docentes nacionalizados que se hayan vinculado 

después de la fecha a que se acaba de hacer referencia, no existe la posibilidad del 

reconocimiento de tal pensión, sino de la establecida en el literal B del mismo precepto, o 

sea la "[...] pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual promedio del 

último año", que se otorgará por igual a docentes nacionales o nacionalizados (literal B, 

No.2, artículo 15 lb.) hecho que indica que el propósito del legislador fue ponerle fin a la 

pensión gracia. También, que dentro del grupo de beneficiarios de la pensión gracia no 

quedan incluidos los docentes nacionales sino, exclusivamente, los nacionalizados que, 

como dice la Ley 91 de 1989, además de haber estado vinculados hasta el 31 de diciembre 

de 1980 "tuviesen o llegaren a tener derecho a la pensión de gracia[...] siempre y cuando 

cumplan con la totalidad de requisitos". Y por último, que sin la ley 91 de 1989, en especial 

la norma contenida en el literal A, numeral 2, de su artículo 15, dichos servidores no 

podrían beneficiarse del reconocimiento de tal pensión, pues habiéndose nacionalizado la 

educación primaria y secundaria oficiales, dicha prestación, en realidad, no tendría el 

carácter de graciosa que inicialmente le asignó la Ley.” 

 
En este punto es pertinente anotar que, los recursos económicos del Estado para 
satisfacer el pago de prestaciones sociales no son infinitos, sino limitados, y por tanto, es 
perfectamente legítimo que se establezcan ciertos condicionamientos o restricciones para 
gozar de una pensión de jubilación. En este orden de ideas, denegar la solicitud 
pretendida, tiene una justificación objetiva y razonable, pues lo único que se pretende es 
evitar la doble remuneración de carácter nacional y así garantizar la administración 
racional de los recursos del estado, cumpliendo el precepto constitucional vigente desde 
la Constitución de 1888 artículo 34, reproducido en la Carta de 1991 artículo 128, sobre la 
prohibición de recibir doble asignación del tesoro Público, salvo las excepciones que 
sobre la materia establezca la Ley. Es por ello por lo que la pensión gracia se encuentra 
sometida a un régimen especial, como una dádiva creada a favor de los magistrales que 
hubieren cumplido con los requisitos antes mencionados. 
 
De acuerdo con lo expuesto la UGPP No puede acceder al reconocimiento de una 
pensión gracia, porque de hacerlo la entidad incurriría en una trasgresión al principio de 
sostenibilidad presupuestal, consagrado en el artículo 1° del Acto Legislativo 1 de 2005, 
principio que llama a la cordura y razonabilidad del sistema presupuestal. Tal principio de 
Sostenibilidad Presupuestal era prioritario dado que la Constitución Política no establecía 
expresamente ningún principio que impusiera la necesidad de “asegurar el equilibrio 

económico del sistema” y porque se “puede entonces conducir a que se adopten decisiones 

que no lo tengan en cuenta, lo cual a la postre pone en peligro el sistema mismo, vale 

decir, la posibilidad de asegurar los derechos de los afiliados y la estabilidad financiera de 

la Nación”. Principio que se aplique a todas las autoridades públicas, tanto por el 
Congreso al expedir las leyes, como por el gobierno al reglamentarlas y los jueces al 
examinar la constitucionalidad de las leyes o expedir sentencias sobre el tema. 
 

EXCEPCIÓN PREVIA 

 

- COSA JUZGADA: 

 

El Consejo de Estado señaló que la cosa juzgada constituye una excepción previa:  
 

“COSA JUZGADA – Concepto / COSA JUZGADA – Procedencia / COSA JUZGADA – 

Efectos / REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA La cosa juzgada es una institución de 

naturaleza procesal, en virtud de la cual los asuntos respecto de los que exista una 

decisión ejecutoriada, no pueden volver a ser ventilados ante la jurisdicción, razón por la 

cual de conformidad con el numeral 6º del artículo 180 del CPACA constituye una 

excepción previa, que en caso de encontrarse acreditada debe ser decretada de oficio, 

teniendo por efecto la terminación del proceso. […] Teniendo en cuenta lo anterior, se 
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puede concluir que la cosa Juzgada se estructura a partir de dos premisas, una objetiva 

relacionada con el objeto y la causa de la controversia, y otra subjetiva relativa a los 

sujetos que intervienen en un proceso […] En cuanto al límite subjetivo, los efectos de la 

cosa juzgada son por regla general interpartes, con excepción de las decisiones que 

producen efectos erga omnes, caso en el cual los mismos son oponibles de manera 

general.”
1
 Destacado a intención. 

 

En ese orden, se debe precisar que, la parte demandante señaló en los hechos NOVENO, 
DÉCIMO y DÉCIMO PRIMERO de la demanda que, existe un pronunciamiento judicial 
previo que resolvió de fondo la situación que se pretende controvertir en el presente 
asunto, configurándose así el fenómeno de COSA JUZGADA, en el marco de la 
normatividad vigente y la jurisprudencia del Consejo de Estado, en consideración a los 
siguientes supuestos: 
 

1. En los hechos NOVENO, DÉCIMO Y DÉCIMO PRIMERO del escrito de la demanda, 
la parte actora señaló textualmente: 
 
“9. Atendiendo a que mi poderdante reporta todo tiempo nacionalizados la suscrita apoderada 

presentó demanda de Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho la que por reparto le 

correspondió al Juzgado 1 Administrativo de descongestión del Circuito de Cartago, 

quien profirió sentencia el día 31 de octubre de 2013 negando las pretensiones de la 

demanda manifestando no tener certeza sobre el tipo de vinculación. 

 

10. Dentro de la oportunidad legal se presentó recurso de Apelación ante el Tribunal 

Contencioso Administrativo del Valle del Cauca Magistrada Ponente Ana Margoth 

Chamorro Benavides quien confirmó el fallo por qué mi poderdante no acreditó los 20 

años de servicio como docente territorial: reconociendo 16 años, 3 meses o días. 

 

11. Tiempos de vinculación del orden territorial y municipal reconocidos por el H. Tribunal de 

Contencioso Administrativo del Valle en fallo de 13 de marzo de 2019: 

 

Decreto No. 0903 septiembre 2 de 1969                4 años 8 meses 8 días 

Decreto No. 0758 mayo 9 de 1974                          6 años meses 16 días 

Resolución No. 110 de 4 de marzo de 2003           2 años 5 meses 25 días 

Resolución No. 160 de 29 de agosto de 2005        2 años 7 meses 10 días 

                             Total ……………………………   16 años….3…….0” Destacado a 

intención. 

 
2. La señora LEONOR CASTRO VARELA, presentó demanda administrativa en 

ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, a fin de que se declarare la nulidad de las Resoluciones No. RDP 
013302 de 09 de junio de 2020, RDP 017338 de 29 de julio de 2020 y RDP 
020189 de 07 de septiembre de 2020 y como consecuencia de ello, a título de 
restablecimiento del derecho, se ordene a la UGPP a reconocer y pagar la pensión 
de jubilación gracia a favor de la actora. Asunto que le correspondió por reparto al 
Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Cartago, quien actualmente lo 
tramita bajo el radicado No. 76147 33 33 003 2021 00037 00. 

 

El Consejo de Estado, Subsección B, Sección Segunda, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ, sentencia de 26 de 
octubre de 2017, radicado No. 76001-23-33-000-2013-00113-02(0466-16), establece: 
 

“(…) Así mismo, es preciso recordar que «La cosa juzgada es una institución jurídica 

procesal mediante la cual, se otorga a las decisiones plasmadas en una sentencia y a otras 

providencias, el carácter de inmutables, vinculantes y definitivas, advirtiéndose que 

los citados efectos se conciben por disposición expresa del ordenamiento jurídico 

                                                        
1 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Providencia de 07 
de diciembre de 2017, radicado 05001-23-33-000-2015-02253-01. Consejero ponente, Dr 
ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS. 
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para lograr la terminación definitiva de controversias y alcanzar un estado de 

seguridad jurídica.»
2
 

 

Igualmente, «(…) resulta concluyente que las providencias que se adopten sobre el fondo 

de las reclamaciones en cualquier debate jurídico que sea sometido a su conocimiento, 

salvo las expresas excepciones consagradas por el legislador, constituyan, de una parte, 

un imperativo categórico para quienes en él intervengan y, de otro, un tema superado en 

forma definitiva sin que pueda abordarse nuevamente su estudio, con miras a evitar 

que la discusión se convierta en debate ad infinitum que impida el ejercicio pleno de 

los derechos subjetivos controvertidos.»
3
 

 

Por otra parte, es procedente mencionar que «En su aspecto subjetivo, la seguridad 

jurídica está relacionada con la buena fe, consagrada en el artículo 83 de la Constitución, a 

partir del principio de la confianza legítima. Esta garantía sólo adquiere su plena dimensión 

constitucional si el respeto del propio acto se aplica a las autoridades judiciales, 

proscribiendo comportamientos que, aunque tengan algún tipo de fundamento legal formal, 

sean irracionales, según la máxima latina venire contra factum proprium non valet. El 

derecho de acceso a la administración de justicia implica la garantía de la confianza 

legítima en la actividad del Estado como administrador de justicia. Esta confianza no se 

garantiza con la sola publicidad del texto de la ley, ni se agota en la simple adscripción 

nominal del principio de legalidad. Comprende además la protección a las expectativas 

legítimas de las personas de que la interpretación y aplicación de la ley por parte de los 

jueces va a ser razonable, consistente y uniforme.  En virtud de lo anterior, el análisis de la 

actividad del Estado como administrador de justicia no se agota en el juicio sobre la 

legalidad de cada decisión tomada como un acto jurídico individual, pues no se trata de 

hacer un estudio sobre la validez de la sentencia, sino de la razonabilidad de una conducta 

estatal, entendida ésta en términos más amplios, a partir de los principios de continuidad y 

de unidad de la jurisdicción.»
4
 

 

Por ende, aun cuando eventualmente las posiciones y tesis judiciales puedan variar en el 

tiempo, debido a cambios sociales o a la mutación en los valores, objetivos, principios y 

derechos en los que se fundamenta el ordenamiento jurídico, así como también a un 

tránsito constitucional o legal relevante,
5
 las providencias adoptadas se mantienen 

absolutamente incólumes, pues las mismas obedecieron a un estudio que en su 

momento fue válido y que de desconocerse, atentaría gravemente contra el principio 

de seguridad jurídica.(…)” Destacado a intención. 

 

De igual forma, fijó tres presupuestos que deben concurrir para la configuración de la cosa 
juzgada: 
 

 “(…) La doctrina distingue dos modalidades: cosa juzgada formal y cosa juzgada material.  

La primera, opera cuando la sentencia queda ejecutoriada, ya porque no se hizo uso 

de los recursos dentro del término de ley, o porque interpuestos estos, se resolvieron 

por parte de la autoridad correspondiente; aunque, cabe la posibilidad del ejercicio de 

algunos de los llamados recursos extraordinarios que se esgrimen contra las providencias 

ya ejecutoriadas. La segunda, tiene lugar cuando contra la sentencia no existe posibilidad 

alguna de recurso, bien porque contra el fallo no procede recurso alguno, bien porque el 

término de los recursos extraordinarios precluyó, o porque éstos fueron decididos de 

manera desfavorable.  

                                                        
2  CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN “B” Consejero ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ Bogotá, D.C., seis (6) de julio de 
dos mil diecisiete (2017). Radicación número: 25000-23-42-000-2015-03267-01(4406-16) Actor: ORLANDO 
GARCÍA TIERRADENTRO. Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL. 
 
3  CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA 
SUBSECCION A Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN Bogotá, D.C., veinticinco 
(25) de septiembre de dos mil trece (2013). Radicación número: 63001-23-31-000-2012-00132-01(2621-13) 
Actor: PEDRO NEL OSPINA GOMEZ Demandado: UNIVERSIDAD DEL QUINDIO 
 
4 Sentencia C-836 de 2001. 
5 Sentencia C-836 de 2001. 
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Normativamente, el artículo 189
6
 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo contempla los efectos de la cosa juzgada en materia 

administrativa. Precisa la Sala que conforme a la norma precitada, en los asuntos en los 

que se controvierte la legalidad de actos administrativos, la sentencia que niegue la 

nulidad pedida producirá cosa juzgada erga omnes pero solo en relación con 

la causa petendi. 

 

De igual forma, para analizar la procedencia del fenómeno de la cosa juzgada en el sub 

judice, es necesario acudir al artículo 303
7
 del Código General del Proceso, en virtud de la 

remisión que hace el artículo 306 de la Ley 1437 de 2011.  

 

En ese orden, la norma precitada del estatuto procesal general contiene tres presupuestos 

que es necesario confrontar para determinar su existencia en el caso concreto. Es decir, la 

estructuración de la cosa juzgada para ser oponible como excepción a la iniciación y 

prosecución de un nuevo proceso con posterioridad a la ejecutoria de un fallo dictado en un 

primer proceso, requiere de la conjunción de los siguientes elementos: i. Identidad de 

partes: Es decir, que se trate de unas mismas personas que figuren como sujetos 

procesales de la acción. ii. Identidad de objeto: Que las pretensiones reclamadas en el 

nuevo proceso correspondan a las mismas que integraban el petitum del primero en donde 

se dictó el fallo. iii. Identidad de causa: Cuando el motivo o razón que sirvió de 

fundamento a la primera demanda, se invoque nuevamente en una 

segunda.(…)”Destacado a intención. 
 
De la lectura anterior se infiere que en el caso objeto de estudio y conforme a lo expuesto 
en el relato fáctico efectuado por la actora en el escrito de la demanda, se configuran los 
tres elementos previstos por la Alta Corporación para determinar si se está en presencia 
de la cosa juzgada, toda vez que, en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho 
tramitado ante el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de 
Cartago, que concluyó con sentencia de 31 de octubre de 2013, confirmada por el fallo de 
13 de marzo de 2019, proferido por el Tribunal, y en el que se debate actualmente, existe 
identidad de partes, de objeto e identidad de causa. 
 
No obstante, para realizar un estudio a fondo sobre la procedencia o no de dicha figura, 
es necesario que se allegue el expediente judicial íntegro del proceso tramitado por la 
actora ante el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartago, 
que concluyó con sentencia de 31 de octubre de 2013, confirmada por el Tribunal 
mediante fallo de 13 de marzo de 2019. 
 
Así y de llegarse a determinar que se esta en presencia de la figura de cosa juzgada, se 
                                                        
6

 “ARTÍCULO 189. EFECTOS DE LA SENTENCIA. La sentencia que declare la nulidad de un acto 
administrativo en un proceso tendrá fuerza de cosa juzgada erga omnes. La que niegue la nulidad pedida 
producirá cosa juzgada erga omnes pero solo en relación con la causa petendi juzgada. Las que declaren la 
legalidad de las medidas que se revisen en ejercicio del control inmediato de legalidad producirán efectos erga 
omnes solo en relación con las normas jurídicas superiores frente a las cuales se haga el examen. 
 
Cuando por sentencia ejecutoriada se declare la nulidad de una ordenanza o de un acuerdo distrital o 
municipal, en todo o en parte, quedarán sin efectos en lo pertinente sus decretos reglamentarios. 
Las sentencias de nulidad sobre los actos proferidos en virtud del numeral 2 del artículo 237 de la Constitución 
Política, tienen efectos hacia el futuro y de cosa juzgada constitucional. Sin embargo, el juez podrá disponer 
unos efectos diferentes.” 
 
7
“ARTÍCULO 303. COSA JUZGADA. La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza 

de cosa juzgada siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, se funde en la misma causa que 
el anterior y entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes. 
 
Se entiende que hay identidad jurídica de partes cuando las del segundo proceso son sucesores por causa de 
muerte de las que figuraron en el primero o causahabientes suyos por acto entre vivos celebrado con 
posterioridad al registro de la demanda si se trata de derechos sujetos a registro, y al secuestro en los demás 
casos. 
 
En los procesos en que se emplace a personas indeterminadas para que comparezcan como parte, incluidos 
los de filiación, la cosa juzgada surtirá efectos en relación con todas las comprendidas en el emplazamiento. 
La cosa juzgada no se opone al recurso extraordinario de revisión.” 
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solicita de forma respetuosa al honorable Despacho su aplicación inmediata, y 
consiguientemente se DECLARE y se de por TERMINADO EL PROCESO. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO O FONDO 

 

1. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA Y COBRO DE LO NO DEBIDO:  

 

La demandante no logró acreditar el lleno de los requisitos legales previstos para el 
reconocimiento de la pensión de jubilación gracia, preceptuados en la Ley 114 de 1913, 
116 de 1928 y 91 de 1989; específicamente con los 20 años de servicios prestados a 
instituciones del orden departamental, municipal o distrital. Motivo por el cual, solicitar que 
se le reconozca y pague sumas de dinero a las cuales legalmente no tiene derecho 
constituye una obligación inexistente y un cobro de lo no debido; y de hacerse se 
transgrediría el principio de legalidad, solidaridad, igualdad, y demás principios imperantes 
de la seguridad social. 

 

2. AUSENCIA DE VICIOS EN LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS:  

 

Los actos administrativos demandados conservan incólume su presunción de validez y 
surten plenamente sus efectos en el mundo jurídico, puesto que no han sido desvirtuados 
por la demandante, toda vez que los mismos no contienen vicio alguno que conlleve a su 
anulación, ya que fueron expedidos por la autoridad competente, observando la ritualidad 
exigida para su creación y ejecutoria, tanto los motivos en los que se fundan, como la 
motivación que contienen son consistentes y congruentes con las normas superiores que 
regulan lo concerniente a la pensión gracia regulada en la Ley 114 de 1913 y 91 de 1989, 
por lo tanto los vicios que se les imputan carecen de fundamento de acuerdo con los 
preceptos del ordenamiento jurídico, que regulan la pensión gracia. 
 
 
3. PRESCRIPCIÓN: 

 

De acuerdo a lo establecido en el Decreto 1848 de 1969 art. 102 las prestaciones sociales 
prescriben en el término de tres años contados a partir de la última petición. La 
jurisprudencia ha expresado que la pensión de jubilación y el derecho a los reajustes no 
prescriben, pero las mesadas SI, razón por la cual, están prescritas todas las obligaciones 
pensiónales, intereses corrientes y/o moratorios, indexación, que se hubieren causado 
con anterioridad a los tres años contados desde la fecha de la presentación de la 
demanda. 
 
Respecto de la figura de la prescripción trienal, la honorable Corte Constitucional en 
Sentencia C 072 de 23 de febrero de 1994, expediente D- 383, magistrado ponente: 
VLADIMIRO NARANJO MESA, dispuso: 
 

“No se lesiona al trabajador por el hecho de que la ley fije términos para el ejercicio de la 

acción Laboral. EJ derecho de los trabajadores se respeta, simplemente se limita el 

ejercicio de la acción, y se Le da un término razonable para ello. El núcleo esencial del 

derecho al trabajo no sólo esta incólume, sino protegido, ya que la prescripción de corto 

plazo, en estos eventos, busca mayor prontitud en el ejercicio de la acción, dada la 

supremacía del derecho fundamental, el cual comporta la exigencia de acción  y protección 

oportunas. Así, pues, el legislador no hizo cosa distinta a hacer oportuna la acción; de ahí  

l0 que, en estricto sentido, Prescribe es la viabilidad de una acción concreta derivada de la 

relación laboral, pero nunca  derecho-deber del trabajo. 

La prescripción trienal acusada, no contradice los principios mínimos fundamentales 

establecidos por el Estatuto superior, porque la finalidad que persigue es adecuar a la 

realidad el sentido mismo de la oportunidad, con lo cual logra que no se desvanezca el 

principio  de la inmediatez, que, obviamente, favorece al trabajador, por ser la parte más 

9



 
 

  
Calle 39 Norte # 2BN - 87  ·  PBX: (57 2) 3816601  ·  Cali - Colombia  ·  info@iusveritas.com  ·  www.iusveritas.com 

Nit. 900.316.828-3 

necesitada en la relación laboral. El derecho de los trabajadores no puede menoscabarse 

(art. 53 C.P.), Y es en virtud de ello que la prescripción de corto plazo garantiza la 

oportunidad a que tienen derecho los que viven de su trabajo.” 

 

 

PRUEBAS 

 
DOCUMENTALES: 

 

Se tiene como pruebas el expediente administrativo de la señora LEONOR CASTRO 

VARELA identificada con Cédula de Ciudadanía No. 29.392.320, el cual me permito 
aportar en formato ZIP. 

Dicho expediente digital está protegido con el código de seguridad 1m2g3n3sugpp, el 
cual es copia fiel del expediente pensional que reposa en la entidad de conformidad con 
la certificación anexa. 

 

DE OFICIO: 

 
- Solicito su señoría que de forma oficiosa requiera al MUNICIPIO DE CARTAGO – 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL, para que allegue certificación que 
informe de manera suficiente, inequívoca y sin inconsistencias: (i) la plaza (o 
categoría) territorial, nacional o nacionalizado docente; (ii) la fuente de financiación 
de todos los tiempos acreditados para el reconocimiento de la pensión gracia: a) 
recursos del situado fiscal, b) recursos propios de las entidades territoriales.  
 
La anterior certificación laboral, tal como lo señala El Consejo de Estado, en 
reciente Sentencia de Unificación SUJ 11-S2 de 21 de junio de 2018, debe 
provenir del jefe de recursos humanos o del funcionario que haga sus veces con 
igual o mayor nivel o del funcionario delegado. En todos los casos debe quedar 
acreditada la competencia funcional o la delegación otorgada para tal efecto. Así 
mismo, en la certificación deberá identificarse cuáles fueron los elementos o 
soportes que tuvo en cuenta el funcionario para calificar tanto la plaza, la calidad 
de docente como los recursos de financiación. 
 

- Se sirva oficiar al JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE 
DESCONGESTIÓN DEL CIRCUITO DE CARTAGO, a fin de que allegue con 
destino a este proceso, copia íntegra del expediente judicial del proceso de 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO en el cual fungió como 
demandante la señora LEONOR CASTRO VARELA, y como demandada la 
UGPP, el cual concluyó con sentencia de 31 de octubre de 2013, confirmada por 
el Tribunal mediante fallo de 13 de marzo de 2019. 
 
Lo anterior con el fin de verificar los hechos descritos en la demanda en los que se 
asegura que la demandante previamente adelantó un proceso judicial en el que se 
negó el reconocimiento de la pensión de jubilación gracia, lo cual, eventualmente y 
conforme a lo señalado podría configurar la excepción previa de COSA JUZGADA. 

 

NOTIFICACIONES 

 

El suscrito en la Secretaría de su Despacho o en la Calle 39N # 2BN – 87, Cali, Valle del 
Cauca. 
Teléfono: 3816601  
vhbhprocesoscali@gmail.com  
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La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de 
la Protección Social – UGPP, ubicada en la Av. Carrera 68 No. 13 - 37, BOGOTÁ D.C 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  

Cordialmente, 

VICTOR HUGO BECERRA HERMIDA 

C. C. No. 14.892.103 de Buga

T. P. 145.940 del C. S. de la Judicatura 

. 
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Santiago de Cali, Agosto de 2021 

Señores  
JUZGADO 03 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO 
E.S.D.       

Radicado: 761473333003202100037  
Demandante: LEONOR CASTRO VARELA 
Demandado: UGPP   
Acción: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Referencia: PODER PARA ACTUAR 

Respetuoso Saludo; 

VICTOR HUGO BECERRA HERMIDA, identificado con cedula de ciudadanía Nro. 14.892.103 de 
Buga y abogado en ejercicio con tarjeta profesional Nro. 145.940 Del C. S. de la Judicatura, en mi 
calidad de apoderado de la parte demandada, con poder conferido por la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 
DE LA PROTECCION SOCIAL – UGPP, me permito anexar copia de la Escritura Número 654 de 
fecha 03 de marzo de 2017, mediante la cual el Director Jurídico otorga a mi favor poder general para 
actuar como apoderado de la entidad en los procesos adelantados contra la entidad. 

Anexo lo anunciado en 33 folios 

Agradezco su amable atención. 

VICTOR HUGO BECERRA HERMIDA 
C.C. 14.892.103 de Buga
T.P 145.940 del C. Superior de la J.
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